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ESTUDIOS DE POSGRADO EN DERECHO

DIPLOMADO EN DERECHO PROCESAL  

CIVIL Y MERCANTIL

V. FASE EJECUTIVA

ETAPA EJECUTIVA

Esta etapa del proceso tiene como finalidad que se cumpla en sus términos la sentencia definitiva dictada, cuando en sus resolutivos existen puntos de condena y que, por tanto, imponen a una o ambas partes la obligación de pagar una suma de dinero, hacer o abstenerse de realizar una actividad. Es importante destacar que los resolutivos de las sentencias declarativas o constitutivas, debido a su naturaleza, no necesitan ser ejecutadas coactivamente, por lo que para ellas no se abre esta fase del proceso.

La ejecución coactiva de las sentencias con resolutivos de condena se lleva a cabo utilizando la vía de apremio; sin embargo, el uso que se le da a esta última es más amplio ya que sirve no sólo para lograr el cumplimiento de este tipo de sentencias, sino para hacer que se acate forzosamente todo tipo de determinaciones de condena que conforme a la ley deben ser observadas en el acto, sin importar que aún no se haya dictado resolución definitiva que ponga fin al proceso o que ésta nunca se llegue a emitir, si las partes de manera autocompositiva al celebrar un convenio o transacción judicial han puesto fin al litigio.

La vía de apremio 

Concepto

Es el conjunto de mecanismos previstos por la legislación que pueden ser utilizados por el juez dentro del proceso en ejercicio del poder de coacción delegado por el Estado (mano judicis), mediante los cuales se exige a la parte obligada cumplir prontamente con una decisión de condena que conforme a la ley es ejecutable en el acto, si voluntariamente el interesado no lo ha hecho, a efecto de que ésta sea acatada en sus términos. Con ello se logra la vigencia de la norma abstracta violada o desconocida y la plena eficacia del derecho.

Como hemos señalado en el apartado anterior, la vía de apremio no sólo se utiliza para ejecutar sentencias, sino también para hacer cumplir todas aquellas determinaciones de condena emanadas por el Tribunal o que éste ha hecho suyas (homologadas) y que conforme a derecho son ejecutables a partir de ese momento.

Procedencia

El Tribunal no puede iniciar la ejecución coactiva de oficio, sino que necesariamente se requiere la instancia de parte legítima, ya sea de la actora, de la demandada o de cualquier tercero interesado que haya venido a juicio, sin aportar el motivo. Por medio de ésta se pueden ejecutar las determinaciones siguientes:

► Sentencias que han causado ejecutoria.
► Sentencias que aunque hayan sido recurridas por algún medio de im​pugnación, preceda su ejecución conforme a la ley por haberse otorgado la fianza correspondiente.
► Convenios celebrados por las partes en el juicio, si constan en autos y han sido elevados a la categoría de cosa juzgada. 
► Autos firmes que resuelven incidentes, incluidos a los dictados para la práctica de meadas provisionales o cautelares y los dictados en la homologación de resoluciones extranjeras y laudos arbítrales.
► Convexos y laudos arbítrales celebrados ante la Procuraduría Federal del Consumidor si se les ha otorgado el carácter de cosa juzgada, sin que en estos casos sea necesario que se abra un incidente judicial para analizar su reconocimiento de validez.
La sección de ejecución
Solicitada la ejecución coactiva de la determinación, mediante el uso por parte del intensado de la vía de apremio el Tribunal debe formar la sección de ejecución, la cual se integra con el mandamiento de embargo; los inciden​tes relativos a la ampliación y reducción del embargo, venta y remate de los bienes secuestrados, nombramiento, remoción y remuneración de peritos y depositarios, y con todas las demás cuestiones relacionadas con la ejecución coactiva.
Autoridad competente
Para llevar a cabo la vía de apremio son jueces competentes los siguientes:
► Para las sentencias, el que conoció del negocio.
► Para los autos firmes, el que conoce del negocio principal, a excepción de aquellos dictados para ejecutar resoluciones extranjeras, los cuales tienen una tramitación específica que analizaremos en su oportunidad.
► Para los convenios judiciales, el que conoció el negocio en primera instancia.

► Para los laudos arbítrales privados o emitidos por la Procuraduría Federal del Consumidor y los convenios realizados ante esta autoridad el designado por las partes o, en su defecto, el del lugar de la celebración del laudo o convenio.
Tipos de ejecución
La determinación de condena puede ser de diversos tipos, dependiendo de la clase de obligación que se haya impuesto, por lo que puede ser muy variada, como pagar una cantidad de dinero, hacer alguna cosa, rendir cuentas, divi​dir una cosa común, abstenerse de hacer algo, entregar algún bien, entregar personas, etc. Debido a que por la naturaleza de la sanción impuesta varía la forma de ejecución, a continuación analizaremos con más detalle cada uno de los mencionados.
Si se condenó a pagar una cantidad de dinero. En este caso se deben seguir los lineamientos que exponemos a continuación:
► Si la resolución no contiene cantidad líquida, al promoverse la vía de apremio se debe presentar la liquidación, con la que se ha de dar vista por el término de tres días a la parte condenada, y posteriormente el juez dictará resolución.
► Si la determinación contiene cantidad líquida o la misma ha sido previamente liquidada, el juez señalará al deudor un término improrrogable de cinco días para que cumpla con ella voluntariamente, a menos que en la determinación se hubiere señalado un término para el efecto.
► Si la resolución tiene parte líquida y otra que no lo es, se puede hacer efectiva la primera sin que sea necesario esperar a que se liquide la segunda.
Pasado el plazo indicado sin que se haya cumplido voluntariamente la resolu​ción, se procederá al embargo de bienes, cuyos requisitos se analizan en este capítulo. Se debe tomar en cuenta desde ahora que:
► Si los bienes embargados son realizables en el acto (dinero o acciones que se cotizan en la Bolsa, etc.), se hará pago al acreedor inmediatamente después del embargo, con salvedad de los efectos de comercio, acciones, bonos o títulos de pronta realización, los cuales se deben vender por medio de un corredor titulado y a costa del obligado.
► Si los bienes embargados no son de fácil realización y no están valua​dos, se debe realizar su avalúo y venta en almoneda pública. Hay que tener presente que no se requiere avalúo cuando el precio consta en un instrumento público, se haya fijado en un contrato con garantía hipotecaria o determinado con consentimiento del interesado, a menos de que en este último caso, por el paso del tiempo o por las mejoras realizadas, hubiere variado su precio.
Si se condenó a hacer alguna cosa. El juez debe señalar al deudor un plazo prudente para su cumplimiento, atendiendo a las circunstancias de hecho y de las personas, pero si pasado el plazo el obligado no cumple, se observarán las reglas siguientes:
► Si se trata de actos personales del obligado que no pueden ser prestados por otro, se compelerá al obligado, empleando los medios de apremio más eficaces, sin perjuicio del derecho para exigir responsabilidad civil.
► Si se trata de actos que pueden prestarse por otros, el juez nombrará a la persona que lo ejecute a costa del obligado.
► Si se trata de otorgar algún instrumento o celebrar algún acto jurídico, el juez lo ejecutará por el obligado, debiéndose expresar en el mismo que se otorgó en rebeldía.
► En cualquiera de las tres hipótesis anteriores, el ejecutante puede optar por el resarcimiento de daños y perjuicios, y en este caso se procederá al embargo de bienes del deudor por la cantidad que señale el acreedor, estando facultado el juez para moderarla prudentemente y sin perjuicio de que el deudor reclame sobre su monto. Si existe reclamación, ésta se sustanciará como el incidente de liquidación de sentencia y se seguirá en el cuaderno principal.
Si se le condenó a rendir cuentas. El juez señalará un término prudente al obligado para que lo haga, indicándole a quién se las debe rendir. Dicho término puede ser prorrogado por una sola vez en casos graves, a juicio del Tribunal. En la rendición de cuentas se deben observar los lineamientos siguientes:
► Contendrá un preámbulo con la exposición sucinta de los hechos que dieron lugar a la gestión y de la resolución jurisdiccional que ordena la rendición  de cuentas; la indicación de las sumas recibidas, las gastadas y el balance de entradas y salidas, y se debe acompañar los documentos justificativos, como recibos y comprobantes de gastos.
► Si el deudor presentó sus cuentas en el término señalado quedarán t el término de seis días a la vista de las partes en el Tribunal.
► Si el deudor no rindió sus cuentas dentro del plazo concedido, el acreedor puede pedir que se despache ejecución contra el deudor, si durante juicio comprobó que el obligado tiene ingresos por la cantidad que importan las cuentas que realiza, o que las cuentas sean realizadas por un tercero que Tribunal nombre.
► Las partes pueden impugnar las cuentas dentro del plazo de seis días contados a partir de momento en que el Tribunal se las pone a la vista, y éstas se deben sustanciar en la misma forma que los incidentes de liquidación sentencia, siguiéndose en el cuaderno principal.
► La impugnación de algunas partidas no impide que se despache ejecución respecto de aquellas cantidades que confiese tener en su poder el deudor, a petición de parte.
Si se condenó a dividir una cosa común y en ella no se establecieron las bases
En este caso se deben seguir los lineamientos siguientes:
► Debe convocarse a los interesados a una junta para que en la presencia judicial determinen las bases para la partición o para que designen partidor
► Si en la junta no se ponen de acuerdo, el juez, si lo considera necesario designará a un perito para que haga la partición y señalará un término prudente para que presente su proyecto.
► Presentado el proyecto o plan de partición, debe darse vista a los interesados, por un término de seis días comunes para que hagan las observaciones que consideren pertinentes.
► Si se formulan objeciones se debe dar vista al partidor, sustanciando en la misma forma que un incidente de liquidación de sentencia.
► El juez al resolver sobre la partición tiene que mandar hacer las adjudicaciones, con una breve  relación de los antecedentes respectivos.
Sí se condenó a abstenerse de realizar una actividad. Su infracción trae como consecuencia el pago de daños y perjuicios a favor del acreedor, quien tiene derecho a señalarlos para que por su monto se despache la ejecución, si perjuicio de las penas que señale el contrato o testamento.
Si se condenó a entregar algún bien. Hay que tomar en cuenta los lineamientos siguientes:
► Si es inmueble, tiene que ponerse en posesión del mismo al acreedor o a la persona a cuyo favor se fincó el remate aprobado, debiéndose tomar en cuenta que tratándose de determinaciones que condenen a desocupar a un inquilino de casa habitación, sólo procede el lanzamiento 30 días después de haberse notificado personalmente el auto de ejecución.
► Si es un mueble, debe entregarse a la persona que indique la resolución, pudiendo el actuario hacer uso de la fuerza pública y romper cerraduras, en caso de oposición.
► Si es imposible entregar los bienes debe despacharse ejecución por la cantidad que señale el acreedor, la cual puede ser moderada prudentemente por el juez, sin perjuicio de que el deudor se oponga al monto indicado.
Sí se condenó a entregar a alguna persona. El juez debe dictar las disposi​ciones conducentes para lograr la misma.
Gastos y costas
Todos los gastos y las costas que se originen con motivo de la ejecución de una determinación corren a cargo de la parte condenada.
Plazo para intentarla
La acción para pedir la ejecución de una resolución dura 10 años, contados a partir del día en que venció el término judicial para su cumplimiento volun​tario. Se debe tomar en cuenta que si el emplazamiento se hizo por edictos, la sentencia no se puede ejecutar sino pasados tres meses a partir de su última publicación en el Boletín Judicial o en el periódico del lugar, a menos de que el actor otorgue fianza.
Excepciones contra la ejecución
Contra la ejecución de una determinación sólo se admiten las excepciones siguientes:
► Si se pide antes de los 180 días, la de pago.
► Si se pide después de los 180 días pero antes de un año, la de pago, transacción, compensación y compromiso en árbitros.
► Si se pide después de un año, la de pago, transacción, compensación, compromiso en árbitros, novación, espera, quita, pacto de no pedir, cualquier arreglo que modifique la obligación y falsedad del instrumento.
En relación con las excepciones que pueden ser opuestas para la ejecución coactiva, hay que tomar en cuenta lo siguiente:
► Los términos tienen que contarse desde la fecha en que se dictó la re​solución jurisdiccional, a menos de que en ella se haya fijado un plazo para el cumplimiento de la obligación, en cuyo caso el término correrá desde el día en que venció el plazo o desde que pudo hacerse exigible la obligación vencida, si se trata de prestaciones periódicas.
► Todas las excepciones, sin comprender la de falsedad, deben ser posteriores a la determinación cuya ejecución se solicita. Además, se deben hacer constar en un instrumento público, documento privado judicialmente reconocido o confesión judicial.
 ► Las excepciones tienen que sustanciarse en forma de incidente, sus​pendiendo la ejecución.
Recursos
Las resoluciones dictadas en ejecución de sentencia sólo admiten el recurso de responsabilidad y si se trata de una sentencia interlocutoria, además el de queja.
EL EMBARGO
Concepto
El término embargo proviene del latín vulgar inbarricare, que significa "sujetar con barras o atrancar". Es el conjunto de actos procesales por medio de los que el Tribunal afecta o retiene, imponiendo un gravamen real, de carácter temporal, a favor del órgano jurisdiccional y oponible a terceros (trabar embargo), bienes suficientes propiedad de una persona, para garantizar las resultas de un juicio presente o futuro (embargopreventivo, provisional o cautelar), o para cubrir en vía de apremio las prestaciones a que fue condenado en una deter​minación judicial ejecutable, dictada por el propio Tribunal u homologada, entregando los objetos realizables en el acto al acreedor (embargo definitivo o apremiativo) y en ambos casos, decretando que los bienes se pongan en custodia o administración (depósito), para que en su caso, se realice su pública subasta en almoneda (remate).
Clases
De la definición indicada se desprende que existen dos especies de embargos:
Provisionales. Tienen por objeto garantizar las resultas de un proceso, ase​gurando la ejecución de las pretensiones de condena que se han planteado o que se propondrán, para que si la sentencia las considera fundadas, se hagan efectivas con los bienes afectados. Entre éstos podemos distinguir los llevados a cabo como medida cautelar y los realizados en la vía ejecutiva.
► Como medida cautelar, aseguran las resultas de un proceso que se intenta o se pretende, cuando la persona con derecho para gestionarlo tiene el temor fundado de que el demandado ocultará o dilapidará sus bienes para quedar en estado de insolvencia y hacer imposible la ejecución coactiva de la sentencia, ordenándose que, en tanto se dicta, se custodien o administren los bienes secuestrados o que se inscriba la afectación en el Registro Público.

► En la vía ejecutiva, forman parte de la etapa inicial de este proceso espe​cial y su objeto es garantizar las resultas del juicio cuando la pretensión planteada sea considerada fundada, mandando asegurar, desde el momento de admitirse la demanda, bienes propiedad del presunto deudor, poniéndolos en custodia, administración o inscribiendo el gravamen en el Registro Público, en tanto se dicta sentencia, todo ello debido a las características especiales del documento base de la acción (título ejecutivo) que, conforme a la ley, hacen presumir la veracidad de su contenido y que, por tanto, traen aparejada ejecución.
Definitivos. Tienen por objeto lograr el cumplimiento forzoso de una obliga​ción de condena impuesta en una determinación judicial ejecutable, ya sea que la hubiere dictado el propio Tribunal u homologado, mediante la entrega al acreedor de bienes propiedad del deudor que sean realizables en el acto, o en su defecto mandando custodiar y administrar aquellos cuya venta sea necesario realizar en subasta pública, para que con su precio sea pagado al ejecutante, dejando el saldo a disposición del ejecutado.
Requisitos
En el momento de llevar a cabo la diligencia de embargo de bienes, hay que tomar en cuenta lo siguiente:
► Cualquier dificultad no la impide o suspende, y el ejecutor debe resol​verla prudentemente, a reserva de lo que determine el juez.
► Es necesario que el ejecutante asista.
► Sólo es necesaria la presencia del deudor cuando se trata de juicios ejecu​tivos, ya que si no es encontrado en su domicilio se le debe dejar citatorio para que a una hora fija, dentro de las 24 horas siguientes, espere al ejecutor y si no lo hace se practicará la diligencia con cualquier persona que se encuentre en la casa o, a falta de ella, con un vecino inmediato (lo anterior no se acostumbra en la práctica judicial).
► Primero hay que requerir de pago al deudor, pero éste no es necesario cuando se trata de un embargo precautorio, ni en ejecución de sentencias si no es hallada la persona condenada.
► Si se ignora el paradero del deudor y no tiene casa en el lugar donde se practica la diligencia, se realizará el requerimiento durante tres días consecutivos en el Boletín Judicial y fijando cédula en los lugares públicos de costumbre, surtiendo sus efectos dentro de los ocho días.
► Verificado el requerimiento de pago y no efectuándolo el ejecutado en ese momento, debe continuarse con el embargo de bienes.
► El embargo incluye los bienes que fueron objeto de él, los cuales deben bastar para cubrir la suerte principal y las costas, incluidos los nuevos vencimien​tos y réditos hasta su total solución, a menos que la ley disponga otra cosa.
► El derecho a designar bienes corresponde en principio al deudor y sólo si se rehusa o esté ausente pasará al ejecutante o a su representante.
► Todos los embargos de bienes raíces deben inscribirse en el Registro Público de la Propiedad, debiéndose girar oficio a su director, con copia certificada por duplicado de la diligencia, a efecto de que haga la anotación correspondiente. Se debe quedar con una copia y entregar el otro ejemplar registrado para agregarse a los autos. Su finalidad es que el acto por medio del  cual se impone a estos bienes un gravamen real, de carácter temporal a favor del órgano jurisdiccional, pare perjuicio a terceros.
► Las copias de la diligencia de embargo o la constancia dejada por el ejecutor en el momento de practicarlo puede presentarse al Registro Público de la Propiedad dentro de los tres días siguientes, para su inscripción preventiva, la cual tiene los mismos efectos que la ley señala para los avisos preventivos de los notarios.
Bienes embargables
En caso de que el ejecutante o su representante sea el que designe bienes, se deben sujetar estrictamente al orden siguiente: bienes consignados como ga​rantía de la obligación que se reclama; dinero; créditos realizables en el acto; alhajas; frutos y rentas de toda especie; bienes muebles; bienes raíces; sueldos y comisiones, y créditos.
El ejecutante puede señalar bienes sin sujetarse al orden indicado cuando está autorizado para ello por el obligado en virtud de un convenio expreso; los bienes señalados por el demandado no son bastantes o si no se sujetó al orden establecido de prelación anteriormente indicado; y si los bienes señalados por el demandado están en diversos lugares, ya que en este caso se puede señalar a los que se hallen en el lugar del juicio.
Bienes inembargables
No están sujetos a embargo los bienes siguientes:
► Los que constituyen el patrimonio de familia, a partir de su inscripción en el Registro Público de la Propiedad.
► El lecho cotidiano, los vestidos y los muebles ordinarios del deudor, de su cónyuge o de sus hijos, si no son de lujo, a criterio del juez.
► Los instrumentos, aparatos y útiles necesarios para el arte u oficio a que el deudor esté dedicado.
► La maquinaria, instrumentos y animales propios para el cultivo agrícola en cuanto fueren necesarios para el servicio de la finca a que estén destinados a criterio del juez, a cuyo efecto deberá oír el informe de un perito nombrado por él.
► Los libros, aparatos, instrumentos y útiles de las personas que ejerzan o se dediquen al estudio de profesiones liberales.
► Las armas y caballos que los militares en servicio usen, indispensables para éste, conforme a las leyes relativas.
► Los efectos, máquinas e instrumentos propios para el fomento y giro de las negociaciones mercantiles o industriales, en cuanto fueren necesarios para su servicio y movimiento, a juicio del juez, a cuyo efecto se oirá el dictamen de un perito nombrado por él, pero podrán ser intervenidos juntamente con la negociación a que estén destinados.
► Las mieses (sembradíos) antes de ser cosechadas, pero no los derechos sobre las siembras.
► Los derechos de usufructo, uso y habitación.
► Las servidumbres, a no ser que se embargue el inmueble a cuyo favor están constituidas, excepto las de aguas, que son embargables de manera in​dependiente.
► La renta vitalicia, cuando así lo dispone el dueño de la finca, si la cons​tituyó a título gratuito o cuando la renta se ha constituido para alimentos, en cuyo caso sólo se embargará la cantidad que exceda para cubrirlos, según las circunstancias de las personas y a criterio del juez.
► Los sueldos y el salario de los trabajadores, en los términos que indique la Ley Federal del Trabajo y siempre que no se trate de deudas alimenticias o responsabilidad proveniente de delito.
► Las asignaciones a los pensionados por el gobierno.
► Los ejidos y las parcelas individuales del ejidatario.
La ampliación del embargo
Puede pedirse la ampliación del embargo, por cuerda separada, sin suspender la sección de ejecución, a la que se le debe unir después de realizada, cuando:
► Los bienes secuestrados no basten para cubrir la deuda y las costas, a criterio del juez.
► El producto de los bienes rematados no alcance para cubrir el importe  reclamado
► Haya transcurrido un año a partir del embargo sin que se haya podido
vender los bienes muebles.
►  No se embargue bienes bastantes al ejecutado, por no tenerlos y después  adquirirlos.
► Alguno o todos los bienes hubieren sido excluidos del embargo por haber sido procedente una tercería.
EL DEPÓSITO O SECUESTRO 
Concepto
Es el acto procedimental en virtud del cual los bienes embargados se ponen en custodia o administración de la persona que para el efecto nombra el ejecutante, bajo su responsabilidad, pudiendo ser el mismo, el propio deudor o algún ter​cero, ya sea simplemente para conservarlos o llevar a cabo su administración o intervención, en tanto se determina su liberación o venta en pública subasta.
Clases
De lo anterior se desprende que existen tres formas de llevar a cabo el depó​sito:
► Depósito simple, la persona designada como depositada debe conser​var los bienes en el estado que le fueron entregados, teniendo que realizar los gastos de mantenimiento necesarios para evitar su pérdida o menoscabo, a cargo del deudor.
► Depósito en administración, procede cuando el embargo recayó sobre fincas urbanas o rentas y en este caso, el depositario debe no sólo conservarlas, sino llevar a cabo la administración de las mismas.
► Intervención con cargo a la caja, es una modalidad del depósito en administración y procede cuando los bienes embargados son una negociación comercial o industrial, o una finca rústica, debiendo el interventor designado, llevar a cabo la administración de las mismas.
Excepciones para el nombramiento de depositario
No se nombra depositario cuando se embarga lo siguiente:
► Dinero o créditos fácilmente realizables en virtud de sentencia, ya que como se ha indicado éstos se entregarán en pago y de manera inmediata al ejecutante. En cualquier otro caso, el dinero se depositará en Nacional Financiera y el billete de depósito se conservará en el seguro del juzgado.
► Créditos que no son fácilmente realizables, ya que en este caso sólo se notificará al deudor que no verifique el pago, pero está obligado a retenerlo a disposición del juzgado, apercibido de doble pago en caso de desobediencia; y al acreedor para que no disponga de los créditos embargados, bajo el apercibimiento de ser merecedor de las sanciones que señala el Código Penal.
► Bienes objeto de un embargo judicial anterior, puesto que en este caso, el primer depositario continuará en su cargo en tanto que subsista este gravamen, a menos que el reembargo sea en virtud de un crédito hipotecario, derecho de prenda u otro privilegio real, porque entonces éste prevalecerá.
► Alhajas y muebles preciosos, por cuanto los mismos se depositarán en el acto en institución autorizada por la ley o en el Monte de Piedad.
Obligaciones del simple depositario
Las obligaciones que debe cumplir el simple depositario son las siguientes:
► Si el secuestro recae en títulos de crédito, el depositario lo conservará en guarda, teniendo la obligación de hacer todo lo necesario para que no se altere ni se menoscabe el derecho que el título represente, de intentar todas las acciones y recursos que la ley conceda para hacer efectivo el crédito. Queda sujeto, además, a todas las disposiciones que para los depositarios señala el Código Civil para el Distrito Federal.
► Si el secuestro recae sobre derechos litigiosos, se notificará al juez de los autos respectivos, dándole a conocer el nombre del depositario nombrado a fin de que éste pueda sin obstáculo alguno intentar todas las acciones y recursos para hacer efectivo el crédito.
► Si el secuestro recae sobre bienes muebles no fungibles o deteriorables, excepto dinero, alhajas, muebles preciosos o créditos, ya que tienen un trata​miento especial, el cual ha quedado analizado, el depositario tendrá el carácter de simple custodio y deberá conservarlos a disposición del juez respectivo. Asimismo, el depositario pondrá en conocimiento del juzgado el lugar donde quede constituido el depósito y, en caso necesario, recabará la autorización para hacer los gastos de almacenaje. Si no puede el depositario hacer los gastos, lo hará del conocimiento del juez para que éste, oyendo a las partes en una junta que se deberá celebrar dentro de los tres días siguientes, decrete el modo de hacer los gastos, de acuerdo con lo acordado en la junta y si no la hubo, imponiendo esta obligación al que obtuvo la providencia de secuestro.

► Si el secuestro recae sobre bienes fungibles, además de las obligaciones indicadas en los dos apartados anteriores, el depositario tendrá que informarse del precio que en la plaza tengan los efectos confiados a su guarda, a fin de que si encuentra una ocasión favorable para la venta, lo ponga en conocimiento del juez, con objeto de que determine lo conveniente.

► Si el secuestro recae sobre bienes deteriorables con facilidad, el depositario, además, debe examinar frecuentemente su estado y poner en conocimiento del juez el deterioro o demérito que en ellos observe o tema fundadamente, a fin de que dicte el remedio oportuno para evitar el mal o acuerde su venta en las mejores condiciones, atendiendo el precio de la plaza y el demérito sufrido.

► Si el secuestro recae sobre bienes que produzcan frutos, el depositario deberá rendir cuentas mensualmente de éstos y de los gastos erogados.

Obligaciones del depositario-administrador

El depositario-administrador, que como ha quedado indicado es nombrado cuando el secuestro recae en fincas urbanas, en sus rentas o en ambas, debe cumplir con las obligaciones siguientes:

► Puede dar el inmueble en arrendamiento, con la condición de que las rentas no sean menores a las que rendía la finca en el momento de verificarse el secuestro y si se ignora su monto, lo pondrá en conocimiento del juez para que recabe la información ante la dependencia catastral. El depositario debe exigir, para celebrar los contratos de arrendamiento, las garantías de estilo bajo su responsabilidad y si el arrendatario no las acepta, deberá recabar la autorización judicial.

► Cobrar las rentas.

► Ejercitar las acciones en contra de los inquilinos morosos.

► Hacer los gastos ordinarios de la finca sin necesidad de autorización judicial, tales como el pago de las contribuciones y los de conservación, servicio y aseo, los que debe incluir en la cuenta mensual de administración.

► Presentar en el tiempo oportuno las manifestaciones que exija la ley ante las oficinas correspondientes, ya que en caso de no hacerlo será responsable de los daños y perjuicios que su omisión origine.
► Solicitar autorización judicial para hacer gastos de reparación o construcción, acompañando los presupuestos respectivos. Una vez solicitada la autorización, el juez citará a una audiencia dentro del tercer día, para que las p resuelvan de común acuerdo y si no lo hay, para que el juez lo dictamine
►  Pagar los gravámenes que tuviere la finca, previa autorización judicial.
Obligaciones del interventor con cargo a la caja
Como se ha indicado, el depositario fungirá como interventor con cargo a la cuando el secuestro se efectúa sobre una finca rústica o sobre una negocia mercantil o industrial, y sus obligaciones son las siguientes:
► Vigilar la contabilidad y presentar al juzgado mensualmente una cuenta de su administración, no obstante que se haya interpuesto algún recurso en el juicio principal. El juez con audiencia de las partes deberá analizar la cuenta mensual y determinar los fondos que deban quedar para gastos, mandando depositar el sobrante líquido.
► Inspeccionar el manejo de la negociación y las operaciones que se hagan a fin de que produzcan el mejor rendimiento posible.
► Supervisar la recolección de los frutos y su venta, debiendo recoger su producto, en fincas rústicas.
► Vigilar las compras y las ventas, debiendo recoger bajo su responsabilidad el numerario, en negociaciones mercantiles.
► Supervisar la compra de materia prima, su elaboración y venta, debiendo recoger el numerario y los efectos de comercio para hacerlos efectivos, en negociaciones industriales.
► Entregar los fondos necesarios para los gastos de la negociación o finca rústica, cuidando que las inversiones se hagan convenientemente.
► Depositar el dinero sobrante, después de cubrir los gastos necesarios y ordinarios.
► Tomar provisionalmente las medidas que se requieran para evitar abusos y malos manejos de los administradores, dando inmediatamente cuenta al para su ratificación y, en su caso, a fin de que determine lo conducente para remediar el mal.
Remoción del depositario y del interventor

Consiste en privarlos de su cargo por causas que le son imputables, cuando:

► Deje de rendir su cuenta mensual de administración. 
► No le aprueben la cuenta mensual de administración. 

► No manifieste su domicilio o su cambio.
► No indique el domicilio del depósito de los bienes muebles, dentro de las 48 horas siguientes a la aceptación de su cargo.
Cuando ha sido removido el depositario o el interventor y éste lo era el propio demandado, el actor nombrará otro y si el mismo fue designado por el actor, lo hará el juez.
EL REMATE
Concepto
Es el conjunto de actos jurídicos realizados por la autoridad judicial que llevó a cabo la ejecución, por medio de los cuales procede a vender forzada, públicamente y por regla general en el local de juzgado los bienes embargados, al mejor postor (subasta o almoneda), en ejercicio del poder de coacción delegado por el Estado, con la finalidad de satisfacer con su precio una obligación de condena impuesta u homologada, impartir justicia y lograr la plena eficacia del derecho.
De la definición anterior y conforme a lo indicado por el Código adjeti​vo civil para el Distrito Federal, el remate debe realizarse en una subasta o almoneda pública llevada a cabo en el local del juzgado en que se actúa. Es competente para efectuarlo el juez que realizó la ejecución.
Preparación
Para proceder al remate de los bienes embargados se deben observar las reglas siguientes:
► Si se trata de inmuebles, primero debe exhibirse un certificado de gravámenes de los últimos 10 años, expedido por el Registro Público de la Propiedad, a menos que ya exista otro en autos, en cuyo caso sólo se exhibirá el complemento.
► Si en el certificado aparece algún gravamen tiene que hacerse saber de la ejecución a los acreedores inscritos, para que si lo consideran pertinente intervengan en el avalúo y subasta. Si los bienes embargados son inmuebles, tienen derecho a nombrar a su costa un perito que junto con el del ejecutante y el del ejecutado los valúen, a menos que el perito se hubiere nombrado de común acuerdo o si existe perito tercero en discordia; recurrir, si es procedente, el auto aprobatorio del remate e intervenir en la diligencia de remate para hacer al juzgador las observaciones que sean oportunas a fin de garantizar sus derechos.
► Posteriormente debe realizarse el avalúo de los bienes conforme a las reglas establecidas para la prueba pericial. Hay que tomar en cuenta que no se necesita avalúo cuando el precio del bien consta en un instrumento público, se haya fijado en un contrato con garantía hipotecaria o haya sido determi​nado con consentimiento del interesado, a menos que por el paso del tiempo o mejoras hubiere variado.
► Hecho el avalúo tiene que procederse a publicar los edictos convocatorios de postores, anunciando la pública subasta de los bienes, los cuales se fijarán dos veces en los estrados del juzgado y en los tableros de aviso de la Tesorería del Distrito Federal. Entre la primera y la segunda publicación, y entre esta última y la fecha del remate, deben mediar siete días hábiles. Además, se de​berá observar que si el valor de la cosa excede de 180 días de salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, los edictos se deben insertar, además, en el periódico de circulación que el juez determine. Si se trata de inmuebles situados fuera del lugar del juicio, pero no en el extranjero, los edictos se de​ben publicar en los sitios públicos de costumbre y juzgados del lugar donde se encuentra el bien, ampliándose el término de los edictos en un día más por cada 200 kilómetros o fracción que exceda de la mitad, y si son varios bienes, tomando en cuenta la distancia mayor a que se hallen.
► Si lo pide alguna de las partes el juez puede ordenar que, a su costa, se convoquen postores por cualquier otro medio, además de los señalados.
► A partir de que se anuncia la subasta y hasta que se tiene por válida la venta (finca del remate), deben ponerse a la vista de los posibles postores los documentos relativos, incluidos a los planos que existan y los avalúos practi​cados.
► Para tomar parte en la almoneda del remate, los presuntos postores o licitadores tienen que depositar, previa y necesariamente, mediante la com​pra de un billete de depósito, una cantidad que no sea inferior a 10% del avalúo de los bienes, debiendo tomarse en cuenta que las cantidades depositadas se devolverán a su dueño al terminar el remate, a excepción de la realizada por el mejor postor, que se retendrá como depósito en garantía del cumplimiento de su obligación y, en su caso, a cuenta del precio.
La subasta
Es la diligencia en virtud de la cual se procede a vender los bienes embargados en el precio y las condiciones que resulten más atractivas y que no pueden ser menores a los topes fijados (postura legal), principiando con los ofrecimientos para la compra (pujas) realizados por los postores previamente admitidos y terminando con la adjudicación de los objetos afectados a favor de aquel que proponga las mejores. Al llevarse a cabo la diligencia se deben observar los principios básicos siguientes:
► Exhaustividad, antes de darle inicio el juez debe revisar escrupulosa​mente el expediente.
► Inmediatez, el juez debe decidir en el momento (de plano) cualquier situación que acontezca durante la almoneda, no existiendo contra sus deci​siones más recurso que el de responsabilidad.
► Equidad, debe realizarse tratando de obtener el mejor precio para el bien afectado y, por tanto, el mayor beneficio para el acreedor y el menor perjuicio para el deudor.
► Buena fe, en todo tiempo y hasta antes de aprobarse la venta (fincar el remate), el deudor puede liberar sus bienes pagando la suerte principal y los intereses, mediante la exhibición de un billete de depósito de Nacional Finan​ciera; se debe tomar en cuenta que una vez aprobada será irrevocable.
La postura legal
Es el menor precio en que puede ser vendido el bien objeto de la subasta y que asciende:
► En primera almoneda, a las dos terceras partes de su avalúo o del pre​cio fijado por los contratantes (66.6%), con tal que se pague de contado una cantidad suficiente para cubrir el crédito objeto del juicio y las costas.
► En segunda almoneda, se rebaja en veinte por ciento (-20%) el valor de los bienes fijado en el avalúo o por las partes, y la postura legal está consti​tuida por las dos terceras partes de su nuevo precio base, es decir, cincuenta y tres punto tres por ciento (53.3%) de su valor original, con tal que se pague de contado una cantidad suficiente para cubrir el crédito objeto del juicio y las costas.

► En tercera almoneda sin sujeción a tipo, se rebaja a dos terceras partes el precio fijado como base para la segunda almoneda de remate, es decir, el nuevo precio base será de treinta y cinco punto cinco por ciento (35.5%) del original; también éste es la postura legal, anotando desde ahora que en caso de que no existan licitadores que la ofrezcan, se pueda autorizar que los bienes se vendan sin sujetarse a ella.
► En bienes cuyo valor se fijó en un contrato con garantía hipotecaria, será igual al precio señalado para la adjudicación o aquel que cubra de contado lo sentenciado.
La subasta de inmuebles
Si los bienes objeto de la almoneda son inmuebles, hay que tomar en cuenta si es posible realizar la venta al primer intento o después de varios, por lo que distinguiremos entre la primera subasta o almoneda de remate, la segunda y la tercera, que también es llamada sin sujeción a tipo.
La primera almoneda de remate. En ella el juez debe observar los lineamientos siguientes:
► Llevarla a cabo el día y la hora señalados.
► Si hay postores, personalmente debe pasarles lista y conceder media hora para admitir a los que hasta en ese momento se presenten, ya que concluido el término no se admitirá a ningún otro.
► Posteriormente debe revisar las propuestas presentadas, desechando aquellas que no estuvieren acompañadas del billete de depósito a que hemos hecho referencia.
► Calificadas de buenas las posturas, tiene que leerlas en voz alta, por sí o por la Secretaría, para que los postores puedan mejorarlas.
► Si hay varias posturas legales debe decidir cuál es la preferente y posteriormente preguntar a los licitadores si alguno la mejora, teniendo en cuenta que si alguno la mejora dentro de los cinco minutos siguientes (puja), deberá volverlos a interrogar para ver si algún otro la supera de nuevo y así sucesiva​mente.
► Pasados cinco minutos a partir de que hizo la última pregunta para mejorar la puja, si no se le hace una nueva tiene que aprobar la venta (fincará el remate) en favor del licitador (postor) que hubiere realizado la mejor.
► Si no hay postores o si los presentes no ofrecen la postura legal, el ejecutante puede pedirle que le adjudique los bienes por el importe de ésta (dos terceras partes del precio base), o solicitar que los bienes se saquen de nuevo en pública subasta (segunda almoneda de remate).
La segunda almoneda de remate. Se lleva a cabo a petición del acreedor y en ella se rebaja veinte por ciento (20%) el valor de los bienes fijado en el avalúo o por las partes. Por tanto, es postura legal para la subasta las dos terceras partes del nuevo precio, equivalente al cincuenta y tres punto tres por ciento (53.3%) del valor originalmente fijado en alguno de los siguientes casos:
► Cuando no hay postores en la primera almoneda pública.
► Cuando los postores no ofrecen por lo menos la postura legal.
► Si el ejecutante, a pesar de haberse dado alguna de las hipótesis anteriores, no solicitó la adjudicación de los bienes al valor de la postura legal en primera almoneda, equivalente a sesenta y seis punto seis por ciento (66.6%) del valor fijado en su avalúo o por acuerdo de las partes.
Los requisitos que se deben cumplir para llevar a cabo esta segunda subasta son los siguientes:
► Anunciarse y celebrarse en los mismos términos que la primera.
► Si no concurren licitadores o no ofrecen la postura legal, el actor puede pedir que se le adjudiquen los bienes por el importe de ésta, equivalente a cin​cuenta y tres punto tres por ciento (53.3%) del valor fijado en avalúo; o que se le entreguen los bienes en administración, para aplicar su producto al pago de intereses, capital y costas; o que se celebre una tercera subasta.
La tercera almoneda de remate sin sujeción a tipo. Se lleva a cabo a petición del acreedor, rebajándose a dos terceras partes el precio fijado para la segunda almoneda de remate, es decir, que en ésta el precio base y la postura legal es de cincuenta y tres punto y tres por ciento (53.3%) del valor fijado en el avalúo o por convenio entre las partes, siempre que se cumplan las condiciones siguientes:
►  No hubiere postores en la segunda almoneda pública.
► Cuando los licitadores no ofrecen, por lo menos, la postura legal.
► Si el ejecutante, a pesar de haberse dado alguna de las hipótesis anterio​res, no solicitó la adjudicación de los bienes al valor de la postura legal fijada para la segunda, equivalente a cincuenta y tres punto tres por ciento (53.3%) del precio fijado en su avalúo o por acuerdo de las partes.
En ella se deben observar las reglas siguientes:
► Si los licitadores ofrecen pagar la postura legal de contado, se fincará el remate sin más trámite.
► Si los licitadores ofrecen pagar la postura legal a plazos o bajo condición, se hará saber tal circunstancia al acreedor para que dentro de los nueve días siguientes pueda solicitar la adjudicación de los bienes al valor fijado como base para la tercera almoneda (53.3%), y si nodo hace se aprobará el remate en los términos ofrecidos.
► Si existe postura inferior a la legal, sin suspensión del fincamiento del remate se hará saber el precio ofrecido al deudor, el cual dentro de los 20 días siguientes puede pagar al acreedor librando los bienes o presentar a alguna persona que mejore la postura. En este caso, el juez mandará abrir nueva licitación entre los dos postores, citándolos dentro del tercer día para que en su presencia hagan las pujas, y adjudicará la finca al que hiciere la proposición más ventajosa. Si alguno de los dos postores renuncia a sus derechos o no se presenta a la licitación, se fincará el remate en favor del otro. Transcurrido el término indicado sin que el deudor haya optado por alguna de las hipótesis, se aprobará el remate mandando llevar a cabo la venta.
Consecuencias de la aprobación del remate
Los resultados derivados de la aprobación del remate son los siguientes:
► Prevenir al comprador para que consigne el precio ante el juez, dentro del plazo que señale.
► Si el comprador no consigna el precio en el plazo concedido, deja de tener efecto la venta y debe citarse a una nueva subasta, como si la anterior no se hubiera celebrado, perdiendo el postor el depósito realizado, el cual se aplicará como indemnización y por partes iguales entre el ejecutante y el ejecutado.
► Consignado el precio, el juez debe hacer saber al deudor que dentro del tercer día tiene que otorgar la escritura de compraventa a favor del comprador, apercibido de que en caso de no hacerlo el juez lo hará en su rebeldía, debién​dose hacer constar lo anterior en el instrumento notarial.
► Otorgada la escritura, el juez debe poner los bienes a disposición del comprador, dando las órdenes necesarias incluso para la desocupación forzosa de fincas adjudicadas y que son habitadas por el deudor o por terceros con con​trato para acreditar su uso.
Distribución del importe del remate
Para cubrir las obligaciones que dieron origen a la ejecución coactiva con el importe de la subasta, hay que cumplir los lineamientos siguientes:
► Si es el único embargo sobre el inmueble, debe pagarse al acreedor con el precio obtenido, hasta donde alcance, y si es bastante pero quedan cantidades pendientes por liquidársele, se debe mantener en depósito la suficiente para cubrirlas, en tanto son aprobadas las cuentas farfantes, con el apercibimiento de que si el ejecutante no formula su liquidación dentro de los ocho días siguientes a la constitución del depósito, perderá el derecho para reclamarlas.
► Si el bien subastado tiene otros embargos (reembargo) hasta antes de ser aprobado (fincar) el remate, con el precio obtenido tiene que pagarse al primer embargante, salvo el caso de que alguno de los créditos sea preferente (por ejemplo, hipoteca) y así sucesivamente.
► Si el bien subastado tiene varios embargos con iguales derechos, el producto del remate debe prorratearse entre todos.
► El acreedor que logra la adjudicación tiene que reconocer los créditos hipotecarios no vencidos y guardar parte del producto del remate para cubrirlos a su vencimiento, entregando al deudor el saldo existente.
La subasta de muebles

Cuando los bienes que van a rematarse son muebles, se deben observar las reglas siguientes:
► Debe realizarse por medio de comisionista o por la casa de comercio que venda objetos similares.
► El precio tiene que fijarse por peritos o por convenio entre las partes y se puede hacer saber por cualquier medio.
► El precio debe ser pagado al contado.
► Si después de estar en exhibición por 10 días no se logra la venta, el Tribunal tiene que ordenar que su precio se rebaje diez por ciento (10%) y así sucesivamente, por cada 10 días transcurridos.
► Después de ordenada la venta, el ejecutante puede pedir la adjudicación de los bienes en el precio señalado al tiempo de su petición y siempre que baste para cubrir su crédito.
► Efectuada la venta, deben entregarse los bienes al comprador con la factura correspondiente, que deberá ser firmada por el ejecutado.
► Los gastos de corretaje o comisión corren a cargo del deudor y tienen que deducirse preferentemente del precio de la venta.
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